MONOGRAFÍA DE VERIFICACIÓN DE CREDITOS
TEMA: PERIODO DE EXLUSIVIDAD
INTRODUCCION
El solo hecho de vivir en comunidad genera entre las personas (ya sea de existencia visible o ideal) vínculos de diferente tipo. En esa inter-relación se generan vínculos de tipo patrimonial que desde el punto de vista del deudor llamamos genéricamente obligaciones.
Si bien es principio del derecho que los pactos están hechos para cumplirse, lo que en el ámbito patrimonial se entiende como el pago de lo que es debido, no todas las obligaciones asumidas (ya sean de fuente contractual o extracontractual), son cumplidas por los deudores.  
También señalemos que al derecho concursal no le interesa intervenir cuando el incumplimiento es aislado, otorgando en ese caso el Estado al acreedor vías individuales para forzar el cumplimiento de la obligación (juicio ejecutivo). Sólo cuando la desatención de las deudas es generalizada, interesa al derecho dar respuesta a la comunidad de una manera diferente. Entonces cuando los incumplimientos adquieran permanencia, generalidad y gravedad se justificará la apertura de un procedimiento concursal por encontrarse el deudor en estado de cesación de pagos no pudiendo hacer frente a sus obligaciones.
El Art. 1 de la ley 24.522 establece “ El estado de cesación de pagos, cualquiera sea su causa y la naturaleza de las obligaciones a las que afecte, es presupuesto para la apertura de los concursos regulados en esta ley...”  
La solución legal tradicional para eliminar del mercado a quien incurriera en cesación de pagos era históricamente la quiebra. Sin embargo, las rigideces del instituto que llevaba al cierre de la empresa y la enajenación de sus bienes, llevaron a buscar otros procedimientos alternativos que respetando los principios de igualdad, universalidad y colectividad permitieran a ciertos deudores superar aquel estado mediante la continuación de sus actividades y no con la liquidación de su activo. Las soluciones en esa línea han consistido en el otorgamiento de una simple espera para el pago de los créditos (moratoria), en no pagar la totalidad de cada crédito (quita), combinaciones de ambas, entrega o cesión de los bienes a los acreedores etc.
Se puede definir el concurso preventivo regulado en la Ley 24.522 como el procedimiento concursal cuya apertura es instada por ciertas personas que se encuentran en estado de cesación de pagos, mediante el cual se les otorga la posibilidad de superarlo para evitar la quiebra, mediante un acuerdo ofrecido a parte de los acreedores y votado por todos o parte de ellos. Conservando en dicho interin el deudor la administración de sus bienes con algunas restricciones. 
La universalidad es uno de los principios que deben respetarse para cumplir la finalidad a la que atiende un procedimiento concursal. Quiere significar que quedan comprendidos en el proceso todos los bienes del deudor (el patrimonio del deudor es la prenda común de sus acreedores). Sin embargo el legislador ha previsto excepciones al principio para la protección jurídica de otros valores a los que considera de mayor importancia que las finalidades del concurso.
La igualdad de tratamiento es otro de los pilares sobre los que se asienta el derecho concursal (la igualdad para situaciones iguales).
DIFERENCIAS ENTRE PROCEDIMIENTOS CONCURSALES
CONCURSO PREVENTIVO:
- Es un procedimiento tendiente a evitar la quiebra del deudor en cesación de pagos (estado de impotencia de un patrimonio para hacer frente en forma normal y regular a las obligaciones que lo gravan. El estado de cesación de pagos debe ser demostrado por cualquier hecho por el que se demuestre que el deudor está imposibilitado de cumplir con sus obligaciones.
- El concurso preventivo solo puede abrirse a pedido del deudor previo haber cumplimentado con los requisitos establecidos en el Art. 11 de la ley en vigencia al momento de presentarse en concurso, el pedido deberá efectuarse ante el tribunal competente. 
QUIEBRA:
Es un procedimiento por el cual se convoca a los acreedores de causa o título anterior a la declaración de quiebra ya no con la finalidad de lograrse un acuerdo y poder continuar con la explotación de la empresa sino con miras a liquidar los bienes y distribuir lo obtenido de los mismos entre los acreedores en la medida que sea posible y de acuerdo a cierto orden de establecido en la ley  
La quiebra puede ser declarada a pedido del acreedor o del deudor y debe ser declarada en los casos previstos por los Art. 46, 47, 48 inc 2 y 5, 51, 54, 61 y 63 (casos de quiebra indirecta) .
ACUERDO PREVENTIVO EXTRAJUDICIAL
Se busca de esta manera evitar el concurso preventivo. Se lo puede definir como una especie de concurso preventivo que se desarrolla fuera del marco de un proceso concursal. Es extrajudicial. Se busca llegar a un acuerdo con los acreedores por esta vía y una vez obtenido el juez revisará que se haya cumplido con ciertas formalidades (legitimación, personería etc)  a los fines de homologar el acuerdo.
Hemos mencionado precedentemente que el deudor que se encuentra en estado de cesación de pagos puede solicitar la formación de su concurso preventivo a los fines de llegar a un acuerdo con sus acreedores de causa o título anterior a la presentación en concurso  a través de un procedimiento que se desenvuelve en la órbita judicial. El concursado encontrará entonces a través de dicho procedimiento la posibilidad de reacomodar su situación económica y continuar con la explotación de su empresa evitando la quiebra.
Dicho proceso concursal está regulado actualmente por la ley 24.522 anteriormente 19551.
Dicha ley establece etapas y plazos a lo largo del desarrollo de este procedimiento concursal que deberán respetarse y cumplirse ya sea por el deudor, acreedores, síndico y juez en la medida que la ley lo exija. Por ejemplo los acreedores tendrán un plazo y una fecha límite a los fines de verificar su acreencia que deberán respetar. El no cumplimiento de ello acarrea la pérdida del derecho por el transcurso del tiempo, el síndico a su vez se desenvolverá en su tarea de auxiliar del juez del concurso debiendo respetar los plazos establecidos a los fines por ejemplo del dictado de los informes individual y general que se encuentran a su cargo. Respecto del deudor tendrá en una etapa del proceso la posibilidad de buscar llegar a un acuerdo con sus acreedores para lo cual deberá realizar propuestas dentro del plazo establecido para ello debiendo luego acreditarlas en el expediente a los efectos del cómputo de las mayorías y a los fines del dictado de la resolución de  existencia de acuerdo por parte del juez interviniente resultando ello un paso previo a la homologación del acuerdo preventivo.
Ahora bien veremos mas en detalle en que oportunidad el concursado deberá efectuar la categorización de los acreedores, cuando deberá realizar la propuesta y en que pueden consistir las mismas.
CATEGORIZACIÓN
La ley establece que dentro de los diez días contados a partir de la fecha en que  debe ser dictada la resolución prevista en el Art. 36 (el plazo no se computa desde que se dicto tal resolución, sino desde que debe ser dictada y en caso de que tal resolución no haya sido dictada aun el concursado deberá formularla sobre la base del informe individual), el deudor debe presentar a la sindicatura y al juzgado una propuesta fundada de agrupamiento y clasificación en categorías de los acreedores verificados y declarados admisibles, teniendo en cuenta montos verificados o declarados admisibles, la naturaleza de las prestaciones correspondientes a los créditos, el carácter de privilegiados o quirografarios o cualquier otro elemento que razonablemente pueda determinar su agrupamiento o categorización, a efectos de poder ofrecerles propuestas diferenciadas de acuerdo preventivo. 
La categorización deberá contener como mínimo el agrupamiento de los acreedores en tres categorías: quirografarios, quirografarios laborales si existieren y privilegiados, pudiendo incluso contemplar categorías dentro de estos últimos.
La propuesta de categorización debe ser presentada y tiene un contenido mínimo.
El síndico debe expresar opinión fundada respecto del agrupamiento y clasificación dentro del informe general que se presenta 20 días hábiles judiciales después de la resolución judicial de los créditos.
Los acreedores o quienes hubiesen solicitado verificación tiene oportunidad de ser oídos sobre la propuesta de clasificación, formulando observaciones al informe general del síndico para lo cual cuentan con 10 días hábiles judiciales posteriores a la presentación del mentado informe general. Finalmente dentro de los diez días hábiles judiciales posteriores al cierre del período de observaciones al informe general el juez debe dictar la resolución sobre la clasificación de los acreedores.
PERIODO DE EXCLUSIVIDAD
En los treinta días hábiles judiciales siguientes a la resolución judicial de clasificación, transcurre el período de exclusividad (ampliable hasta un máximo total de 60 días hábiles judiciales). Es durante ese período donde el concursado debe (y solo él puede) ofrecer propuestas de acuerdo preventivo, en su caso por categorías y obtener las conformidades de las mayorías de acreedores estipuladas en el Art. 45 de la LCQ.
¿ En que pueden consistir las propuestas? 
Las propuestas pueden consistir en quita, espera o ambas, entrega de bienes a los acreedores, constitución de sociedades con los acreedores quirografarios, en la que estos tengan la calidad de socios, reorganización de la sociedad deudora, administración de todos o parte de los bienes en interés de los acreedores, emisión de obligaciones negociables o debentures, emisión de bonos convertibles en acciones, constitución de garantías sobre bienes de terceros, cesión de acciones de otras sociedades, capitalización de créditos inclusive de acreedores laborales.
Cuando la propuesta hecha por el deudor contenga una quita debe respetar el pago mínimo del 40% de los créditos quirografarios. Esta limitación no rige para las propuestas hechas a acreedores privilegiados ni en los supuestos del Art., 48 de la LCQ. 
Las propuestas deben contener cláusulas iguales para los acreedores dentro de cada categoría, pudiendo diferir entre ellas. El deudor puede efectuar más de una propuesta respecto de cada categoría, entre las que podrán optar los acreedores comprendidos en ellas  al momento de dar su adhesión a la propuesta.
Los acreedores privilegiados que renuncien expresamente al privilegio, deben quedar comprendidos dentro de alguna categoría de acreedores quirografarios.
Límites a la propuesta
La primera limitación implícita es la licitud de la propuesta de acuerdo. Su objeto no puede ser contrario a derecho, al orden público a la moral ni a las buenas costumbres, a su vez son inadmisibles las propuestas que contengan “prestaciones que dependan de la voluntad del deudor”.
Publicidad de la propuesta de acuerdo y Modificaciones a la misma
El deudor deberá hacer pública su propuesta presentando la misma en el expediente con una anticipación no menor a 20 días del vencimiento del plazo de exclusividad. Si no lo hiciere será declarado en quiebra, excepto en el caso de los supuestos especiales contemplados en el Art. 48.
A su vez podrá presentar modificaciones a su propuesta original hasta el momento de celebrarse la junta informativa . No hay restricciones ni condicionamientos a la posibilidad de modificar la propuesta de acuerdo salvo el límite temporal señalado en el último párrafo del Art. 43 de la LCQ. 
Mayorías para obtener el acuerdo preventivo con acreedores quirografarios
Para obtener acuerdo preventivo con los acreedores quirografarios es menester lograr mayoría absoluta de acreedores y que representen dos tercios del capital computable, ambas mayoría en cada una de las clases en que se hubiesen agrupado.
La mayoría de capital dentro de cada categoría se computa teniendo en consideración la suma total de los siguientes créditos:
A).- Quirografarios verificados y declarados admisibles comprendidos en la categoría.
B).- Privilegiados cuyos titulares hayan renunciado al privilegio y se hayan incorporado a esa categoría de quirografarios.
El acreedor admitido como quirografario, por habérsele rechazado el privilegio invocado, será excluido de integrar la categoría a los efectos del cómputo si hubiese promovido incidente de revisión en los términos del Art. 37 LCQ.
Se requiere también de mayoría de personas ( configuran una segunda base de cálculo)
Se excluye del cómputo al cónyuge, los parientes del deudor dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o adoptivos, y sus cesionarios dentro del año anterior a la presentación. Tratándose de sociedades no se computan los socios, administradores y acreedores que se encuentren respecto de ellos en la situación del párrafo anterior. 
Propuestas para acreedores privilegiados: 
Según lo establece el Art. 44 de la ley “el deudor puede ofrecer propuesta de acuerdo que comprenda a los acreedores privilegiados o a alguna categoría de éstos...”
La propuesta de acuerdo para acreedores privilegiados puede ser única e igual para todos ellos, única también pero sólo para una categoría de acreedores privilegiados o puede haber varias propuestas de acuerdo para diferentes categorías de acreedores con privilegio.
También puede haber concurso preventivo sin propuesta de acuerdo para acreedores privilegiados. La única propuesta imperativamente ineludible es dirigida a los acreedores quirografarios. Por ello es válido y ha sido lo más frecuente en el pasado el concurso en el cual el deudor ofrece y concierta acuerdo preventivo sólo con sus acreedores quirografarios.
Las propuestas dirigidas a acreedores privilegiados especiales requieren aprobación unánime. Las propuestas para los demás acreedores privilegiados exigen mayoría absoluta de acreedores (mitad más uno) que representen las dos terceras partes del capital computable .
No obtención de conformidades 
Si el deudor no presentara en el expediente dentro del plazo establecido para ello las conformidades de los acreedores a las propuestas presentadas bajo el régimen de categorías y mayorías previstos será declarado en quiebra, con excepción de lo previsto en el Art. 48 (  El salvataje  está contemplado en la ley  como supuesto especial previo a la declaración de quiebra que rige respecto de ciertas personas determinadas ).
DIFERENCIAS ENTRE LA LEY 19.551 Y LA LEY 24.522 EN RELACION A LA PROPUESTA DE ACUERDO  
- En la nueva Ley 24.522 , en el concurso preventivo (procedimiento que tiende a prevenir la declaración de quiebra) el deudor tiene que proponer a sus acreedores. La Ley 19551 en su Art. 44 decía que la propuesta de acuerdo debía contener cláusulas iguales para todos los acreedores quirografarios o comunes (es decir sin privilegio): a todos les tenía que pagar la misma porción de sus créditos ( 40%, 50%, etc), en los mismos plazos, y con la misma tasa de interés. El legislador de la vigente modificó el criterio, atendiendo a una inocultable realidad: ni aún todos los acreedores quirografarios están en una situación igual y le conviene al mismo acreedor posibilitar al deudor otra forma de pago. Por ejemplo: no es lo mismo que yo diga a un Banco al cual le debo $ 1.000.000 que le voy a pagar su crédito a 10 años, que le proponga esto mismo a un acreedor comercial al que le debo sólo $ 300.
Esto llevaba a una desvirtuación del concurso, porque el deudor necesitaba de estos acreedores de pequeños montos para lograr la aprobación del acuerdo, pero al Banco no le podía pagar si no era a 10 años porque no iba a tener líquido necesario.
Solución: a “espaldas” del Juez “compraba” por interpósita persona el voto de los pequeños acreedores, para lograr en la votación la mayoría de acreedores exigida por la Ley.
 La normativa actual permite al deudor proponer acuerdo diferenciados para categoría de acreedores, según la naturaleza del crédito, de manera que en cada una de ellas se realiza una votación propia. El legislador solo dio pautas mínimas (acreedores quirografarios, quirografarios laborales y privilegiados), por lo que en definitiva es el Juez quien debe determinar si están bien hechas o no las categorías propuestas por el deudor, cuya clasificación no puede ser arbitraria (por ejemplo, discriminar por sexo, raza, nacionalidad o religión).   
- El acuerdo del deudor con sus acreedores o con las diversas clases a las cuales hubiera formulado propuestas, no se logra en un acto deliberativo único al estilo de la junta de acreedores establecida en las anteriores leyes concursales argentinas.
La aprobación de la propuesta debe gestionarla el concursado extrajudicialmente ante cada uno de quienes tiene poder de decisión sobre la misma ( los acreedores involucrados).
Dichas aprobaciones deben instrumentarse por escrito, en instrumento privado cuyas firmas estén certificadas por escribano público, autoridad judicial o en caso de entes públicos autoridad administrativa.
Las conformidades suficientes para formar las mayorías de personas y de capital necesarias a fin de tener por aprobada la propuesta deben justificarse ante el juzgado del concurso dentro del período de exclusividad esto es en cualquier momento anterior al vencimiento de dicho período.
